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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
1.1. M. P. BERNAL SUÁREZ FABIO DAVID  Rad. 110016000017201102242 01 (01-09-11) PREACUERDOS – Control complejo por parte de los jueces - Deben respetar el principio de legalidad incluso respecto al modo de ejecución de la pena – La concesión o no de prisión domiciliaria debe atender los presupuestos legales.
 “Atendiendo los antecedentes de este caso, debe indicarse en primer orden que las sentencias de cualquier naturaleza, así sea de carácter anticipado que se buscan como en este caso por medio de los acuerdos, no solo habrán de reunir las exigencias sustanciales del art. 381 del C de P.P., acerca de la ocurrencia del hecho y la culpabilidad de su autor, sino que antes de llegar a ello, el diálogo que hubiesen intentado las partes habrá de ser respetuoso del debido proceso (Art. 29 Cont. Pol), en cuanto a la declaración de los hechos y su adecuación jurídica, sin dejar en segundo orden la respuesta penal que  legalmente corresponda y en adelante sí demandar la terminación anticipada que autoriza la ley; ese es el control complejo encomendado en el ámbito constitucional a los jueces, porque de ello deriva la eficacia y validez del procesamiento para hacer justicia.

Lo dicho, porque los preacuerdos celebrados entre la fiscalía y el acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales comenzando por el principio de legalidad no solo para los hechos sino para las sanciones (Art. 351 inc. 3° C de P.P.), que es lo que evidenciamos ha determinado la decisión impugnada.

En este caso, luego de la imputación de unos hechos no aceptados por OSCAR ALONSO CASTRILLON CASTAÑO, la fiscalía promovió la suscripción de un preacuerdo faltando a la correcta adecuación jurídica de las formas de ejecución penal, porque no solo es suficiente la adecuación típica de los hechos, y la fijación de la pena dentro de los límites legales, sino que el discernimiento de la procedencia de la prisión domiciliaria, que no la detención, como equívocamente alude la fiscalía y hubo de interpretarlo la juez de conocimiento, habrá de responder a las pautas de la ley, y dentro de estas realizar las negociaciones, en otra forma, sería tanto como permitir que las partes crearan sus propias normas allende las de carácter vinculante.

La omisión referida se critica y bien hizo la juzgadora en no dejarla pasar, porque los principios que orientan el sistema actual de procesamiento penal, están connotados primero por la búsqueda de la verdad, en cuanto constituye en un fin constitucional del proceso penal y un derecho fundamental de los sometidos al mismo, luego, fiscales y jueces por integrar la Rama Judicial (Arts. 228, 250 Const. Pol.), deben aproximarse razonablemente a la verdad de los hechos, no minimizarla o suponerla por el logro de un preacuerdo o la terminación del proceso porque de ello pueden derivar situaciones ilegales rayanas en la injusticia.
Una cosa es que un fiscal pueda ser laxo en los ofrecimientos y otra que los ofrecimientos sean ilegales,  porque si bien es cierto en las dos formas, prácticamente la fiscalía se somete a la delincuencia y no la delincuencia a la fiscalía y la justicia, al final el primero de los modos, conserva un mínimo de legalidad y el segundo la desestima totalmente, olvidando que uno de los fines de los preacuerdos es aprestigiar la administración de justicia y no desacreditarla.
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Luego, ante los fines de las formas de terminación anticipada de los procesos penales, no son permisibles adecuaciones típicas ligeras, incompletas o caprichosas, porque la garantía de la administración de justicia imparcial, está fundada en la realidad de los hechos y las adecuaciones que corresponda y a partir de ello, sí realizar los acuerdos concediendo la fiscalía rebajas de penas, adecuación favorables de los hechos y formas de ejecución especial o favorable (art. 350 del C de P.P.), porque adecuar bien los hechos a los tipos penales y su respuesta punitiva incluyendo las formas previstas de ejecución (prisión intramural, prisión domiciliaria, multas, formas de pagarla) no puede ser el fruto de acuerdo, sino un deber de la fiscalía, y después de esto sí construir los preacuerdos y negociaciones dentro de las permisiones otorgadas a los jueces, que es donde la fiscalía tiene el margen de acción que deberá expresar y justificar ante el juez.
En este sentido las Sentencias C-091 y C-228 de 2006, y particularmente la C-1260 de 5 de diciembre de 2005, en cuanto a la exequibilidad condicionada del art. 350 del C de P.P. “Preacuerdos desde la audiencia de formulación de imputación”, en el entendido de que “…el fiscal, en el ejercicio de esta facultad no puede crear tipos penales y de que en todo caso, a los hechos invocados en su alegación no les puede dar sino la calificación jurídica que corresponda conforme a la ley penal preexistente”; constituyen pautas que en nuestra legislación identifican y caracterizan el sistema implementado con la Ley 906 de 2004, y son orientadoras en los límites para jueces y fiscales acerca de la carga de prueba en la fiscalía, los fines de las pruebas y la razón de ser de los acuerdos, porque así como son inconstitucionales las falsas auto-incriminaciones, también lo serán las falsas o desacertadas adecuaciones delictivas ya para las imputaciones ora para los preacuerdos.  La declaración de culpabilidad de un imputado al tenor de los arts. 7° y 381 del C de P.P, desarrollan aquellas orientaciones.

El principio de legalidad entonces, exige la verificación de los hechos y la adecuación que corresponda en los tipos penales, tanto en la descripción básica como en las circunstancias específicas de agravación o atenuación, la tasación de la pena con las diminuentes de punibilidad si las hubiere y modos de ejecución, porque como el esquema procesal no es de simple pragmatismo de buscar una sanción a cualquier costa, sino que la actuación procesal sea humanizada, guarde proporcionalidad y razonabilidad entre los hechos y las sanciones (arts. 3° y 4° del C.Penal),  por eso debe tener expresión material el siguiente mandato: “La aplicación del principio de oportunidad y los preacuerdos de los posibles imputados y la Fiscalía, no podrán comprometer la presunción de inocencia y sólo procederán si hay un mínimo de prueba que permita inferir la autoría y participación en la conducta y su tipicidad”(Art. 327 inc.3° C de P.P.) y cuando se dice tipicidad se alude tanto al precepto como a la sanción. 
Frente a la actitud asumida por la instancia una vez presentado el acuerdo, nos persuadimos se ocupó de controlar la aplicación del principio de legalidad de los hechos y la adecuación completa, como debe ser, no solo se interesó por el formalismo de la asunción de las partes, y todo ello nos determina, a impartir confirmación a lo resuelto, porque ni siquiera los recurrentes pueden desconocer que en estos casos de tráfico de estupefacientes del artículo 376 inciso 2° del C.Penal, es improcedente la prisión domiciliaria del artículo 38 ibíd, en razón de que no está autorizado legalmente en los delitos cuya pena de prisión inferior supere los cinco años, y las consideraciones a que acuden de que el imputado no tiene antecedentes y ayuda a evitar un juicio oral, ya tiene su ventaja con la rebaja de pena.”   
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1.2. M. P. BERNAL SUÁREZ FABIO DAVID  Rad. 110016000013201102335 01 (01-09-11) MULTA – No es exigible su pago anticipado para disfrutar de un subrogado penal.

“2. Ahora, en cuanto a las formas de ejecutar la pena, que la defensa reclama aplicación del art. 63 del C.Penal, porque en realidad la sanción dosificada fue en la mínima legal  con la rebaja máxima del artículo 351 de la Ley 906 de 2004, se recuerda en primer orden que deben acudir respecto del sentenciado no solo el factor objetivo de la pena, que para este caso, en realidad no supera los 36 meses de prisión, sino la exigencia de naturaleza subjetiva determinada por los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como la modalidad y gravedad de la conducta punible, que sean indicativos de que no existe necesidad de ejecución efectiva, supuestos que en la sentencia no se desconocieron realmente, sino que se trasladaron a un aspecto considerado desde lo estrictamente gramatical de las normas sin discernir una integración razonable de las mismas con fines prácticos, realizables y que responda a las expectativas de justicia, permitiendo a los ciudadanos en lo posible, participar en las decisiones que los afectan como se prevé desde el artículo 2° de la Constitución Política.

El argumento de que el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia no puede concederse porque el inciso adicionado con el artículo 4° de la Ley 890 de 2004, lo restringe a la exigencias “Su concesión estará supeditada al pago total de la multa”, en el rigor de las sentencias de constitucionalidad que cita el juzgador de instancia (C-194 de 2005 y otras), no corresponde a la realidad de los derechos de los procesados y los condicionamientos en función constitucional que la misma Corte le ha impuesto a las normas, como que en tales fallos, no se autoriza la restricción por la restricción cuando los subrogados se relacionan con el factor económico, sea multa o pago de perjuicios, ya que en todos los casos la exequibilidad se admite en el entendido que si se llegare a demostrar ante el juez de ejecución de penas, previa posibilidad de contradicción por las partes, la insolvencia económica, ello no impedirá la concesión de los subrogados.

De no ser así, las normas sólo tendrían sentido para los más pudientes económicamente y esto es contrario a un proceso penal fundado en los derechos humanos donde el dinero no está primero que la libertad o las formas alternas de ejecución diversas a la reclusión estatal.

Por otra parte, no puede asumirse contra el debido proceso la exigibilidad  inmediata del pago de la multa en el artículo 63 citado, porque si se trata de requerir el cumplimiento de la sentencia, ello no puede hacerse sino cuando esta está ejecutoriada, y en este caso, tal aspecto no ha ocurrido, justamente, es el que se busca cuando las partes acuden a la segunda instancia antes de que el caso sea remitido a los jueces de ejecución de penas.

Decisiones como la cuestionada se enfrentan en la realidad jurídica a la vulneración de principio por el cual una cosa no puede ser y no ser al mismo tiempo, o lo que es igual, no pague la multa hasta cuando la sentencia esté ejecutoriada y páguela sin que la sentencia esté ejecutoriada.

Luego, para solucionar la aparente contradicción sin abandonar las decisiones de exequibilidad condicionadas, debe integrar el juzgador todas las normas sobre los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad (artículos 63 a 68 A del C.Penal con la reformas introducidas por la Ley 890 de 2004,  la Ley 1142 de 2007   y  ahora  último la ley 1453 de 2011), para comprender que cuando el juez 
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está en función de dictar la sentencia, lo hará determinando las formas de ejecución futuras y las obligaciones que estima procedentes, fijando expresamente los términos en los que deberán ejecutarse tales obligaciones y concretando la consecuencia en caso de incumplimiento.


En esta comprensión, al tasar una multa obedeciendo los parámetros de graduación y fijación, no solo indicará la cantidad y forma de ejecutarla cuando ya se verifique la ejecutoria de la sentencia, sino que, si su pago es condición para acceder a una forma de ejecución diversa a la privación de libertad, habrá de indicar con mayor ponderación, el tiempo en que debe cumplirse ante el juez de ejecución de penas, reiteramos, una vez  esté en firme la sentencia, porque es absurdo exigir el cumplimiento anticipado como aquí le ocurre al A-quo.

A su vez, los subrogados penales son formas de cumplir una pena en fase de ejecución, y esta solo se inicia con la ejecutoria de la sentencia, que es el momento en el cual el sentenciado debe suscribir el acta de compromiso de acuerdo con las obligaciones previstas en la sentencia (artículo 65 del C. Penal), y si el sentenciado beneficiado con la suspensión condicional o la libertad condicional no comparece dentro de los noventa días siguientes a la fecha de ejecutoria de la sentencia, se autoriza en el artículo 66 inciso 2° ibid, revocarlo, pues, es en la fase de ejecución de la pena donde se debe verificar si se cumplió o no con el pago de la multa para gozar de la suspensión condicional de la pena y poder suscribir el compromiso ordenado en la sentencia condenatoria.

La anterior situación es la que corresponde en estos casos del artículo 63 del C.Penal, frente al condicionamiento del pago de la multa, en otra forma se entendería someter a un sentenciado a una ejecución anticipada de la pena sin que ello proceda jurídicamente por ausencia de ejecutoria.

Se revocará entonces la determinación aludida para no restringir el subrogado por el no pago anticipado de la multa, la que en este momento se deja en el mínimo legal previsto y para pago en dinero, sin acceder al pago en trabajo remunerado, porque realmente no fue un aspecto sustentado probatoriamente sobre la incapacidad económica del sentenciado, y tampoco fue abordado en la apelación sin que ello impida que se eleve la petición al juez competente.

Se concederá por consiguiente el subrogado en razón de que se cumplen las condiciones objetiva y subjetiva del artículo 63 citado, no objetadas por la Fiscalía en la audiencia de individualización de pena y sentencia, porque el sentenciado JUAN CARLOS GRANJA, no presenta antecedentes penales, no hay reportes negativos de comportamientos social y familiar, y la forma de ejecución de la conducta de llevar consigo sustancia estupefaciente, accediendo sin dificultad al registro personal que le solicitó la policía, nos sugieren en este momento, que no es necesario para el cumplimiento de la sentencia que sea sometido a prisión efectiva en centro de reclusión estatal.”
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  ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA
             Presidente                              Vicepresidente
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